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La versión digital de este número estaba lista para salir el viernes 2 de septiembre. 
El 1° por la noche, la vicepresidenta de la Nación, Cristina Fernández de Kirchner, 
sufrió un atentado contra su vida y se sacudieron los pilares de la democracia que ve-
nimos construyendo hace casi 40 años. En lugar de publicar la revista, al día siguiente 
marchamos junto a centenares de miles de compañeras y compañeros en diferentes 
puntos del país. 

Desde temprano y hasta después de desconcentrarnos, en cada diálogo fugaz de esos 
que se dan al caminar y cruzarse por unos minutos o menos con gente que conocemos 
del trabajo, de la lucha o de la gestión, se repitió sin cesar la idea de que, si le hubiera 
pasado algo a Cristina, se habría desencadenado una guerra civil ¿Qué significaba 
eso? “Toda esta gente que hoy está marchando habría salido a romper todo”, decía 
una; “no habría quedado un edificio de Recoleta sano”, aseveraba otro. “Volvería a 
haber muertos en las calles”, se preocupaba un tercero, “y los pondríamos nosotrxs”.

Como militantes de la salud y, ante todo, de un proyecto nacional y popular, tenemos 
la obligación ética de defender con nuestros cuerpos la política como herramienta 
privilegiada para transformar la realidad y la vida como derecho supremo. Cuando 
rechazamos la violencia, además de reclamar a nuestros adversarios que cesen el dis-
curso de odio, reafirmamos nuestra firme decisión de considerar caduca la lucha ar-
mada. Haremos todo lo que esté a nuestro alcance para que, pase lo que pase, preva-
lezca la vía democrática.

Para evitar que la tensión y la incertidumbre continúen aumentando hasta estallar, es 
necesario tomar cabal conciencia de la gravedad de lo que sucedió ese jueves nefasto, 
darnos cuenta de que se atravesó un umbral que hasta ahora parecía infranqueable y 
que permanecer indiferentes sólo favorece la aparición de nuevos ataques, no sabemos 
cuándo, ni a quién. Para que quienes nos ubicamos en el campo popular podamos se-
guir contenidxs y contener a nuestrxs compañerxs, son necesarias la claridad estratégi-
ca y la organización. Con esos dos instrumentos sabemos que, más temprano que tarde, 
con amor, justicia social y soberanía, venceremos.   

Editorial de emergencia
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Desde hace algunas décadas se ha intensifica-
do cada vez más el reclamo sobre “la ciencia” 
para que vuelva evidente su contribución a la 

sociedad. La apelación obliga a revisar y revisitar re-
flexivamente las propias dinámicas de la producción 
de conocimiento y sus derivaciones, los agentes que 
intervienen en el proceso, el rol del Estado y la propia 
gobernanza de la ciencia y la tecnología, pero también, 
a poner el acento en la forma que adoptan los posibles 
resultados de la práctica científica y su modalidades de 
apropiación social. 

¿Qué se puede esperar?¿Qué se puede esperar?
Urge la necesidad de que los procesos de producción de conocimiento puedan contribuir 
al desarrollo nacional, guiados por el rol del Estado en la gobernanza de la ciencia y la 

tecnología. Para que esto suceda los conocimientos generados deben ser utilizados por la 
sociedad que los financia, además de poder ser funcionales a necesidades globales. 

 Por Mauro Alonso 
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la Universidad de Buenos Aires (FFyL-UBA). 
Magister en Ciencia, Tecnología y Socie-
dad por la Universidad Nacional de Quilmes 
(UNQ). Becario del Consejo Nacional de Inves-
tigaciones Científicas y Técnicas (CONICET). 
Docente de la Facultad de Ciencias Sociales de 
la Universidad de Buenos Aires.
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Cuestiones como la evaluación de los académicos, el 
acceso a financiamiento, la definición de agendas y/o 
temas prioritarios o estratégicos han proliferado en 
los últimos años en la constante búsqueda de promo-
ver un horizonte de utilidad social del conocimiento 
científico-tecnológico. Por cierto, pensar o problema-
tizar la noción de utilidad social del conocimiento re-
quiere hacerlo también con el proceso de definición 
propia de utilidad social. 

Durante el siglo XX, obviando matices y coyunturas 
singulares, se convivió con un imaginario social en 
el que la práctica científico-tecnológica era capaz de 
proveer soluciones a la vida social y sus desafíos sin 
la necesidad, o mejor aún sin ella, de esfuerzos de 
orientación. El conocimiento y su contribución sería 
socialmente útil toda vez que se permita a los acadé-
micos el desarrollo de la práctica de investigación con 
libertad y autonomía y se garantice el financiamien-
to necesario para su desarrollo. Esta dinámica cua-
si-tautológica, en la que el valor social de la ciencia se 
deriva inequívocamente de su propio desarrollo, ha 
sido puesta en tensión hace ya tiempo y cuestionada 
desde el campo de los estudios sociales de la ciencia 
y la tecnología, como así también desde la política 
científico-tecnológica. 

Argentina presenta un complejo científico-tecnológi-
co con larga trayectoria y probada capacidad en ma-
teria de desarrollo académico. Sobre esta base, desde 
principios de siglo, se ha puesto el acento en la nece-
sidad de establecer vínculos cada vez más estrechos 
entre científicos y usuarios, y también desde el Estado 
de establecer lineamientos estratégicos o prioritarios 
en diversas áreas de conocimiento. De esta manera, se 
convirtió en un nuevo objetivo explícito el hecho de 
que los conocimientos no solamente sean de calidad 
internacional, sino que sean usados por la sociedad 
que los financia para que así puedan colaborar con el 
desarrollo nacional. 

En efecto, la capacidad de hacer un uso social efectivo 
de los conocimientos, no solamente es consecuencia 
inmediata de la fortaleza de la investigación académi-
ca, sino también der la capacidad de articular el co-
nocimiento a través de su incorporación en prácticas 
desarrolladas por otros actores, en nuevos productos 
o en nuevos procesos (Kreimer, 2011; Naidorf, 2009). 
El predominio de criterios burocratizados de evalua-
ción en los países más desarrollados opera sobre una 
sola porción del conocimiento producido: la que se 
genera en las universidades y en los centros públicos 
de investigación (dejando de lado la investigación de-
sarrollada con financiamiento privado, con un régi-
men de evaluación diferenciado). 

América Latina produce investigación científico-tec-
nológica en su abrumadora mayoría con fondos pú-
blicos, siendo la participación de inversión privada 
por demás marginal en comparación con países del 
Norte. En este sentido, los criterios de evaluación que 
siguen la mayor parte de los países latinoamericanos, 
y en particular Argentina, organizados como un dis-
positivo disciplinador de prácticas sociales de pro-
ducción de conocimientos, tiende a la reproducción 
de las agendas académicas de los grupos de élite aca-
démica de los países desarrollados, lo cual hace que 
todos los intentos por orientar las agendas por crite-
rios de relevancia queden esterilizados por el predo-
minio de dichos dispositivos (Sans-Menéndez, 2014). 

Argentina presenta un complejo 
científico-tecnológico con larga 
trayectoria y probada capacidad  
en materia de desarrollo académico.

La internacionalización de la práctica científica habi-
lita el intercambio y la actualización de las agendas 
de investigación y la colaboración entre pares, pero 
también puede suponer la subordinación de agen-
das locales a temas definidos como prioritarios en 
otras latitudes. Se reconoce como legítima de parte 
del Estado la capacidad de definir democráticamente 
aquellas arenas o temas más acuciantes para nuestra 
sociedad y de consolidar espacios de demanda de co-
nocimiento que contribuyan al mejoramiento de la 
condiciones de vida y el desarrollo nacional.

De este modo, la cuestión de la orientación de la in-
vestigación y la necesidad promover la producción de 
conocimiento para que contribuya a fines sociales se 
ubicó en el centro de la arena política y en los ám-
bitos de gestión de la política científica. Una de las 
directrices compartidas en las políticas de CyT es el 
establecimiento de prioridades estratégicas y la defi-
nición de apuestas de futuro en determinadas áreas 
científico-tecnológicas o mercados claves (Casas et.al, 
2014). En la concepción dominante de las políticas 
científico-tecnológicas, las prioridades estratégicas 
se orientan a la explotación y fortalecimiento de las 
capacidades y áreas de especialización de cada país, 
y, en algunos casos, se pretende encontrar un posicio-
namiento en áreas con potencialidades futuras. 

En esta línea, el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología 
e Innovación (elaborado en 2012) contemplaba dos 

Ciencia y soberanía
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grandes estrategias de intervención sobre el comple-
jo científico-tecnológico nacional (Alonso y Nápoli, 
2021). Una, de desarrollo institucional, que se dirige 
a fortalecer el sistema científico-tecnológico sobre 
el que se acoplará efectivamente la generación de 
conocimiento a la solución de necesidades produc-
tivas y sociales. La otra, de focalización, dedicada a 
orientar los esfuerzos y capacidades del sector cien-
tífico y tecnológico nacional al desarrollo de sectores 
productivos y sociales a partir de la generación de 
conocimiento, desarrollo tecnológico e innovación 
(MINCTIP, 2012). 

La estrategia de focalización delimitada buscó pro-
mover y desarrollar la articulación de tecnologías 
de propósito general (TPG) con sectores productivos 
de bienes y servicios, que se definen como núcleos 
socio-productivos estratégicos (NSPE). Este procedi-
miento se orientó a aprovechar las potencialidades 
que ofrecen las TPG para generar saltos cualitativos, 
integrando tres aspectos: competitividad productiva, 
mejoramiento de la calidad de vida de la población 
y posicionamiento de tecnologías emergentes, y de-
sarrollos tecnológicos esperables a mediano y largo 
plazo (Casas et.al, 2014). 

La estrategia de focalización 
delimitada buscó promover y 
desarrollar la articulación de 
tecnologías de propósito general (TPG) 
con sectores productivos de bienes y 
servicios, que se definen como núcleos 
socio-productivos estratégicos (NSPE).

La priorización plantea concentrar y orientar recur-
sos humanos, científicos, tecnológicos, instituciona-
les y financieros en segmentos y nichos, con elevado 
potencial de crecimiento a corto, mediano y largo 
plazo (MINCTIP, 2012). Las prioridades estratégicas 
hacen referencia a campos tecnológicos o a sectores 
económicos e industriales, o a una combinación de 
estos, y han sido y siguen siendo, un común denomi-
nador en la definición de estas políticas que privile-
gian ciertas estrategias nacionales relevantes para el 
desarrollo económico y la competitividad (Alonso y 
Nápoli, 2021). En materia de salud, el caso más emble-
mático es el de la política pública de producción de 
medicamentos y vacunas, donde el Estado interviene 

no solamente poniendo en evidencia los déficits del 
modelo de acumulación sino también acompañando 
oportunidades de desarrollo tecnológico de base lo-
cal. La participación del Estado como un agente clave 
en el proceso de coordinación y apoyo para el desa-
rrollo de tecnologías -en tanto promotor o deman-
dante- ha vuelto a reafirmar y poner en el centro de 
la escena la necesidad de un Estado presente y activo. 

Ya luego de varios años y diversos ejercicios, mate-
rializados en programas y proyectos en los diversos 
niveles del complejo científico tecnológico nacional, 
existe cierto consenso en que tanto el establecimiento 
de temas/problemas estratégicos o prioritarios, como 
la inclusión de agentes extra-académicos como parte 
sustantiva del proceso de producción de conocimien-
to, permite el desarrollo de diálogos trans-epistémi-
cos entre científicos y usuarios que pueden redundar 
en un mayor potencial de apropiación social del co-
nocimiento producido. 

Los modos de producción de conocimiento se dan 
siempre en un marco institucional que habilita y 
constriñe cursos de acción posibles por parte de los 
académicos. Desde los ámbitos de gestión de la cien-
cia y la tecnología (CyT) en Argentina se han puesto 
en funcionamiento instrumentos de política científi-
ca que intentan promover, formalizar e instituciona-
lizar la producción de conocimiento orientado hacia 
usuarios concretos de su producción. 

Resta sistematizar y discutir evaluaciones finales de 
las diversas iniciativas puestas en práctica, no sola-
mente para identificar casos exitosos, sino también 
para que sirvan como insumo para el estudio del 
desarrollo de capacidades de los diversos sectores y 
agentes y, en última instancia, para que permitan re-
troalimentar las iniciativas y políticas públicas.

Por cierto, sobre esta cuestión aparece un área de va-
cancia al mirar el potencial de contribución de las 
ciencias sociales. Más allá de encerronas epistemo-
lógicas de jerarquización de los campos de conoci-
miento, las ciencias sociales son capaces de producir 
conocimiento valioso que redunde en políticas pú-
blicas más efectivas. La pandemia COVID-19 puso 
de manifiesto nuevamente la necesidad de revisitar 
y problematizar no solamente la capacidad de las 
“ciencias duras” de ofrecer soluciones tecnológicas 
sino también las limitaciones en la aplicación y pues-
ta en práctica de esas soluciones cuando desconocen 
elementos contextuales significativos de cada socie-
dad o grupo social. Ejemplos como la acción de los 
movimientos anti-vacunas o anti-ciencia, el alcance 
e impacto de la desinformación (missinformation), 
son muestras de la necesidad de tratar los desafíos de 
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nuestra sociedad reconociendo los distintos aspec-
tos y matices del conocimiento -de modo inter-mul-
ti-trans-discipllinario. 

Todo lo anterior de ningún modo sugiere que exis-
ta una subordinación explícita de los investigadores 
a los ámbitos estatales, sino más bien un encuentro 

virtuoso que permita acercar posiciones y acorte dis-
tancias que hagan más fáciles las dinámicas de apro-
piación de conocimiento sin perder sus característi-
cas contestatarias y propositivas, por cierto, haciendo 
evidente aquella apelación de Weiss (1999), en la que 
el lugar de “la ciencia” es “ayudar al Estado a pensar”.


